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CERTIORARI  
procedente del Tribunal 

de Primera Instancia, 

Sala de Bayamón  

 
Criminal Núm.: 
 
BY2015CR01012-1 al 4 

BY2015CR01012-5 al 8 

BY2015CR01112-9 al 12 

 

Sobre: 
 
ART. 93(A) CP; ART 
244 CP, ART. 504 LEY 
404, 5:15 LEY 404 
 

Panel integrado por su presidente, el Juez Piñero 
González, la Jueza Birriel Cardona y la Jueza Surén 
Fuentes. 
 
Piñero González, Juez Ponente 
 

RESOLUCIÓN 
 

En San Juan, Puerto Rico, a 16 de agosto de 2016. 

 Comparecen el 6 de junio de 2016 los señores, 

Francisco Romero Bruno, Christian F. Romero Bruno y 

Kelvin Ramos Adorno cuando presentan el recurso de 

título. Impugnan la determinación emitida por el 

Tribunal de Primera Instancia, Sala de Bayamón (TPI) en 

Corte Abierta el 5 de mayo de 2016 en los casos 

consolidados: (1) El Pueblo de Puerto Rico v. Christian 

Romero Bruno, Criminal Número BY2015CR01012-1 al 

4; (2) El Pueblo de Puerto Rico v. Francisco Romero 

Bruno, Criminal Número BY2015CR01012-5 al 8; y (3). 
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El Pueblo v. Kelvin Ramos Adorno, Criminal Número 

BY2015CR01112-9 al 12. 

Por los fundamentos que expondremos a 

continuación, desestimamos el presente caso por falta de 

jurisdicción por prematuridad. 

I. 

 Surge del expediente ante nos que el señor Kelvin 

Ramos Adorno (señor Ramos Adorno) presenta ante el 

TPI Moción al Amparo de la Regla 64(P) de Procedimiento 

Criminal fechada 30 de noviembre de 2015; igualmente el 

señor Francisco Romero Bruno (señor Francisco Romero 

Bruno) presenta Moción Sobre Regla 64(P)1 y otros 

Extremos del Descubrimiento de Prueba fechada 9 de 

marzo de 20162; también presenta el 29 de abril del 

corriente Moción de Desestimación Bajo Regla 64 (P)…, 

Moción de Supresión de Identificación y Moción de 

Supresión de Evidencia3. Así también el señor Christian 

Romero Bruno presenta el 29 de abril de 2016 Moción de 

Desestimación al Amparo de la Regla 64(P). Véase autos 

originales. 

 Mediante nuestra Resolución del 9 de junio de 2016 

concedimos término, entre otros extremos, a la Oficina de 

la Procuradora General para exponer su parecer sobre los 

méritos del recurso epígrafe. Es así que el 16 de junio de 

2016 el Pueblo de Puerto Rico, por conducto de la Oficina 

                                                 
1 Véase página 5 del Apéndice del Recurso. 
2 Véase página 20 del Apéndice del Recurso. 
3 Véase página 22 del Apéndice del Recurso. 



 

 

 

KLCE201601037 3 

 

de la Procuradora General (El Pueblo o parte recurrida), 

presenta Solicitud de Desestimación por Falta de 

Jurisdicción. Sostiene que carecemos de jurisdicción para 

atender el reclamo del peticionario, señor Francisco 

Romero Bruno, ya que “el 18 de mayo de 2016 sometió a 

la consideración del foro primario” una solicitud de 

reconsideración que al momento de la presentación de 

este recurso -el 6 de junio de 2016- no había sido 

adjudicada por el foro primario.  

En cuanto a los otros peticionarios, los señores 

Christian F. Romero Bruno y Ramos Adorno, expone El 

Pueblo que han incumplido crasamente con “las normas 

reglamentarias en torno al perfeccionamiento del recurso 

de autos”. Aduce que esto “tiene como resultado 

inevitable el privar a este… foro de jurisdicción…”. Indica 

además, que en el recurso de título los peticionarios, 

Christian Romero Bruno y Ramos Adorno se acumularon 

incorrectamente “de forma vedada por la jurisprudencia,” 

como tampoco “anejaron los documentos indispensables 

para que (este foro apelativo) pueda acoger 

individualmente sus reclamos”.   

Mediante nuestra Resolución del 20 de junio del 

corriente concedimos término a los peticionarios para 

exponer su parecer sobre la referida solicitud de 

desestimación. En cumplimiento, los peticionarios 

comparecen, el 28 de junio del año en curso, cuando 
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presentan oposición a la desestimación. El señor 

Francisco Romero Bruno rechaza que el recurso de título 

sea prematuro. Sostiene que su solicitud de 

reconsideración “fue rechazada de plano” con la 

notificación el 2 de junio de 2016 de una Minuta del TPI. 

Añade que la presentación de una moción de 

reconsideración es un derecho del acusado que puede ser 

renunciado con la subsiguiente presentación del escrito 

de certiorari.  

Posteriormente emitimos Resolución el 30 de junio 

del corriente en donde requerimos al TPI elevar los autos 

originales de los casos que se identifican en el epígrafe. 

En cumplimiento el foro de instancia eleva el 8 de julio de 

2016 ante este Tribunal los autos originales de los casos 

de título.  

Del expediente ante nos y de los autos originales se 

desprende que los incidentes procesales y sustantivos 

que provocan la notificación del 2 de junio de 2016 

acontecen en la vista celebrada en el TPI el 5 de mayo 

de 2016. Recuérdese que la Moción de Reconsideración 

del señor Francisco Romero Bruno fue presentada el 18 

de mayo de 2016; es decir con posterioridad a la 

referida vista. De ahí que resulte imposible que en la 

Minuta de la vista del 5 de mayo de 2016, notificada el 2 

de junio del corriente, el TPI haya adjudicado la solicitud 
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de reconsideración de referencia que fue –repetimos-

peticionada el 18 de mayo del corriente. 

Tampoco tiene razón el señor Francisco Romero 

Bruno cuando afirma que la Moción de Reconsideración 

“puede ser renun(ciada) con la subsiguiente presentación 

del escrito de certiorari”. Ello es así, pues el Tribunal 

Supremo en Pueblo v. Román Feliciano, 181 DPR 679, 

692 pautó que “al aprobarse la Ley de la Judicatura de 

2003 el Legislador derogó la disposición contenida en el 

anterior Art. 4.002(f) de la Ley de la Judicatura de 1994, 

supra. Al así proceder, rechazó el que las mociones de 

reconsideración de resoluciones u órdenes interlocutoria 

en los proceso penales no interrumpan con su mera 

presentación el término para acudir ante el foro apelativo 

intermedio mediante recurso de apelación.  

 Con relación a los otros peticionarios, es decir, 

Christian F. Romero Bruno y Kelvin Ramos Adorno, El 

Pueblo argumenta que también procede la desestimación 

como resultado de que no unieron la totalidad de los 

documentos que tiene que configurar el Apéndice. Sin 

embargo, precisa recordar que la omisión del Apéndice en 

la fecha de radicación, o de alguno de los documentos 

que lo integran de por sí, no constituye razón suficiente 

en Derecho que provoque la desestimación del recurso. 

De ahí que no podamos avalar esa propuesta de la 

Oficina de la Procuradora General. 
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Téngase en cuenta que la Ley de la Judicatura de 

2003 establece una nueva política judicial que obliga a 

este Tribunal a no desestimar los recurso por defectos de 

forma, o de notificación, o en atención a la inexistencia 

en ese momento de un Apéndice completo. Recuérdese 

que, inclusive, nuestro Reglamento autoriza que una 

parte pueda presentar el Apéndice en fecha posterior a la 

presentación del recurso. Véase Regla 34(E) de nuestro 

Reglamento.  

 La parte recurrida tampoco tiene razón cuando 

expone que los peticionarios están impedidos de 

acumular su petición de remedios en un solo recurso. En 

pretendido apoyo de su reclamo invoca lo dispuesto por 

el Tribunal Supremo en M-Care Compunding Pharmacy, 

et al v. Departamento de Salud, 186 DPR 159 (2012). Sin 

embargo, lo enunciado en dicho caso no es aquí 

controlante, ya que –contrario a los eventos procesales 

que sirven de basamento fáctico en M-Care Compunding 

Pharmacy, et al v. Departamento de Salud, supra, aquí 

todos los peticionarios impugnan la misma 

Resolución que fue dictada en Corte Abierta el 5 de 

mayo de 2016 y posteriormente fue transcrita y 

objeto de la Minuta notificada el 2 de junio de 2016. 

II. 

Es norma reiterada que los tribunales debemos ser 

celosos guardianes de nuestra jurisdicción. C.R.I.M. v. 
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Méndez Torres, 174 DPR 216 (2008); Sánchez v. 

Secretario de Justicia, 157 DPR 360 (2002). Los asuntos 

concernientes a la jurisdicción son privilegiados y deben 

atenderse de forma preferente. González v. Mayagüez 

Resort & Casino, 176 DPR 848, 856 (2009). El tribunal 

debe evaluar con rigor cualquier cuestionamiento que se 

haga sobre su jurisdicción. Souffront v. A.A.A., 164 DPR 

663, 674 (2005).   

Al tratarse de un asunto que incide sobre el poder 

mismo del tribunal para adjudicar una controversia, la 

falta de jurisdicción es un asunto que puede levantarse 

motu proprio pues no hay discreción para asumir 

jurisdicción donde no la hay. Íd. Si un tribunal carece de 

jurisdicción así ha de declararlo, lo que implica que debe 

desestimar la reclamación, sin entrar en sus méritos. Íd.  

Acoger un recurso a sabiendas de que no hay 

jurisdicción para atenderlo es una actuación ilegítima.  

Carattini v. Collazo Syst. Analysis, Inc., 158 DPR 345, 

370 (2003). Procesalmente, la falta de jurisdicción es un 

defecto insubsanable. Íd.  

Un recurso prematuro al igual que uno tardío, 

adolece del grave e insubsanable defecto de falta de 

jurisdicción. Como tal, su presentación carece de eficacia 

y no produce ningún efecto jurídico, pues en el momento 

de su presentación, no ha habido autoridad judicial o 

administrativa para acogerlo; menos para conservarlo 
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con el propósito de luego reactivarlo en virtud de una 

moción informativa. Ello explica la exigencia y la 

necesidad de presentar uno nuevo en el momento 

oportuno, y efectuar su notificación dentro del término 

aplicable. Padilla Falú v. Administración de Vivienda, 155 

DPR 183 (2001). 

En torno a la jurisdicción de este foro intermedio 

apelativo y los recursos instados para nuestra 

consideración, la Regla 83 de nuestro Reglamento, 4 

LPRA Ap. XXII-B, provee lo siguiente en los incisos (B) y 

(C):  

(B) Una parte podrá solicitar en cualquier momento la 
desestimación de un recurso por los motivos 

siguientes:  
 

(1) que el Tribunal de Apelaciones carece de 

jurisdicción;  
… 

 
(C) El Tribunal de Apelaciones, a iniciativa propia, 
podrá desestimar un recurso de apelación o denegar 

un auto discrecional por cualesquiera de los motivos 
consignados en el inciso (B) de esta regla. 

 
… 

 
(D) Cuando se presente un recurso prematuro  por 

estar pendiente de resolver una moción de 
reconsideración ante el Tribunal de Primera Instancia 
el Tribunal de Apelaciones podrá, a petición de parte o 

motu proprio, tomar mediadas mientras se dilucida la 
moción de reconsideración, ´para facilitar el trámite 

apelativo posterior en aras de la economía procesal y 
de la reducción de costos de las partes.  
 

III. 

 Considerando la normativa jurídica previamente 

expuesta de frente al tracto procesal reseñado, es claro 

que este Tribunal no tiene en este momento facultad 

legal, es decir jurisdicción, para entender y adjudicar la 
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controversia de título. Ello en razón de que el co-

peticionario, señor Francisco Romero Bruno, solicitó ante 

el TPI el 18 de mayo del corriente reconsideración, la cual 

a esta fecha no ha sido adjudicada. 

 Esa situación procesal impide el ejercicio de 

nuestra jurisdicción en relación a todos los 

peticionarios. Al así disponer, adoptamos por analogía la 

normativa jurídica establecida en el cauce del 

Procedimiento Civil en la Regla 47 de Procedimiento Civil, 

32 LPRA, Ap. V, R. 47 (2009), así como lo dispuesto en la 

Regla 194 de Procedimiento Criminal, 34 LPRA, Ap. II. De 

hecho abona a esta interpretación el dictamen emitido 

por el Tribunal Supremo en Pueblo v. Román Feliciano, 

supra, cuando allí se recurrió al Procedimiento Civil para 

suplir un vacío de norma específica en el Proceso Penal. 

Véase también Pueblo v. Silva Colón, 184 DPR 759 

(2012). 

IV. 

 En vista de lo previamente enunciado, 

desestimamos por falta de jurisdicción por 

prematuridad la petición de certiorari formulada por 

todos los aquí peticionarios, es decir, Christian F. 

Romero Bruno, Francisco Romero Bruno, y Kelvin Ramos 

Adorno. Habida cuenta de que carecemos de jurisdicción 

por prematuridad, forzoso dejar sin efecto la orden de 
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paralización de los procedimientos en el TPI, objeto de 

nuestra Resolución del 9 de junio de 2016. 

 Se ordena a la Secretaría de este Tribunal devolver 

junto con esta Resolución al TPI los autos originales del 

caso.  

 Adelántese inmediatamente vía facsímil o correo 

electrónico a todas las partes, a la Procuradora General 

y la Lcda. Sonia Otero Martínez, Fiscal de Distrito de 

Bayamón; y notifíquese por la vía ordinaria. 

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la 

Secretaria del Tribunal. 

La Jueza Surén Fuentes disiente con Opinión 

escrita. 

 

 
Lcda. Dimarie Alicea Lozada  

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 
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CERTIORARI procedente 

del Tribunal de Primera 
Instancia, Sala de 
Bayamón 

 
Criminal Núm.: 

BY2015CR01012-1 al 4 
BY2015CR01012-5 al 8 
BY2015CR01112-9 al 1 

 
Sobre: 
ART. 93 (A) CP; ART 244 

CP, ART. 504 LEY 404, 
5:15 LEY 404 

 

Panel integrado por su presidente, el Juez Piñero González y las 
Juezas Birriel Cardona y Surén Fuentes.  

 

VOTO DISIDENTE DE LA JUEZ SURÉN FUENTES 
 
 En San Juan, Puerto Rico, a 16 de agosto de 2016.  

 Disentimos respetuosamente de la decisión del Panel de 

desestimar el recurso de autos expresando la falta de jurisdicción 

por prematuridad sobre todos los peticionarios. 

I. 

 El 29 de abril de 2016 el Sr. Francisco Romero Bruno, 

acusado de epígrafe presentó Moción de Desestimación bajo la 

Regla 64 (P), Moción de Supresión de Identificación y Moción de 

Supresión de Evidencia. En resumen, solicitó al TPI que 

desestimara las acusaciones en su contra en vista de que: (1) Su 

alegada identificación en el lugar de los hechos descansó en 

prueba de referencia e inadmisible, toda vez que la misma 

consistió en las expresiones que alegadamente hicieron los otros 

co-acusados, los señores Christian F. Romero Bruno, y Kevin 

Ramos Adorno, al Agente asignado a la investigación del caso, sin 

haberse demostrado la existencia de una conspiración; (2) Era 

improcedente el testimonio de una testigo de 19 años, presentado 

por el Ministerio Fiscal, debido a la ausencia de un adulto que 
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garantizara la renuncia de esta a la autoincriminación; (3) Su 

alegada identificación en el lugar de argüidos hechos se realizó 

mediante fotografías y un video que no fueron presentados durante 

la vista preliminar. 

Durante la Vista celebrada el día 5 de mayo de 2016, el TPI 

declaró No Ha Lugar las solicitudes formuladas por el Sr. 

Francisco Romero Bruno. Entendió el Foro a quo que la solicitud 

de desestimación del Sr. Francisco Romero Bruno presentaba un 

argumento de insuficiencia de prueba en cuanto a la identificación, 

y no un argumento de supresión de la  identificación. Así también 

coligió que en su escrito, que el peticionario no estaba solicitando 

la supresión de una evidencia tangible, sino que se descartaran 

algunos testimonios vertidos durante la vista preliminar. 

Señaló el TPI, que ante sí tenía suficiente prueba de la cual 

podía hacer inferencias razonables sobre la existencia de todos los 

elementos del delito, y su conexión con los imputados, razón por 

la cual, concluyó que el peticionario no había cumplido con el 

requisito de demostrar la ausencia total de prueba en el caso de 

epígrafe. 

 Posteriormente, el 18 de mayo de 2016 el Sr. Francisco 

Romero Bruno, mediante su representante legal, presentó Moción 

solicitando al TPI la reconsideración de su Orden. Reiteró como 

planteamiento que su identificación en el lugar de los hechos 

había sido llevada a cabo mediante prueba de referencia, y 

prueba inadmisible, toda vez que la misma consistió en las 

expresiones de los otros co-acusados, sin haberse probado que 

las mismas consistían en declaraciones realizadas dentro de una 

conspiración. De igual forma, reiteró que era improcedente el 

testimonio de una testigo de 19 años, presentado por el Ministerio 

Fiscal, debido a la ausencia de un adulto que garantizara la 

renuncia de esta a la autoincriminación; y que su alegada 
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identificación en el lugar de argüidos hechos se realizó mediante 

fotografías y un video que no fueron presentados durante la vista 

preliminar. Sustentado en dichos señalamientos, el Sr. Francisco 

Romero Bruno solicitó la supresión e inadmisibilidad de su 

identificación, y la desestimación de las acusaciones hechas 

en su contra. 

 Por su parte, los señores Christian Romero Bruno, y Kelvin 

Ramos Adorno, no presentaron solicitud de reconsideración alguna 

ante el TPI. 

El 6 de junio de 2016, comparecieron ante este Foro 

Apelativo los señores, Francisco Romero Bruno, Christian Romero 

Bruno, y Kelvin Ramos Adorno, como partes peticionarias por vía 

de recurso de Certiorari Criminal, todos mediante sus respectivos 

representantes legales. A través del mencionado Recurso, los 

peticionarios solicitaron la revisión de la Orden emitida en Corte 

abierta por el Tribunal de Primera Instancia, Sala de Bayamón 

(TPI), el 5 de mayo de 2016, solicitando la desestimación de las 

determinaciones de causa probable en vista preliminar, por 

alegadamente estar basadas en prueba inadmisible.  

 Entiendo que este Foro de Apelaciones carece de jurisdicción 

para entender el reclamo del Sr. Francisco Romero Bruno, toda vez 

que éste solicitó Reconsideración ante el TPI de la Orden dictada 

por dicho Foro en Corte abierta, la cual a esta fecha no ha sido 

adjudicada. Sin embargo a diferencia de mis otros compañeros 

de este Panel Apelativo, sostengo que este Foro Apelativo sí 

tiene jurisdicción para entender sobre los señalamientos 

formulados por  los otros peticionarios de epígrafe, Christian 

F. Romero Bruno, y Kelvin Ramos Adorno. 

Primeramente, los señores Christian F. Romero Bruno, y 

Kelvin Ramos Adorno no presentaron ante el TPI solicitud alguna 

de reconsideración de la Orden Interlocutoria emitida por el TPI, 
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sino que recurrieron en revisión de la misma ante nos. Tanto la 

Regla 194 de Procedimiento Criminal, 34 L.P.R.A., Ap. II, R. 1944; 

como la Regla 47 de Procedimiento Civil, 32 L.P.R.A., Ap. V, R. 47 

(2009)5, circunscribe los efectos en Derecho que surgen de la 

Moción de Reconsideración, a la parte promovente, 

adversamente afectada.  Por ende, en lo que respecta a Christian 

F. Romero Bruno, y Kelvin Ramos Adorno, no existe una situación 

procesal que impidiese el ejercicio de nuestra jurisdicción para 

entender sobre sus señalamientos en torno a la Orden 

Interlocutoria dictada.  

En segundo lugar, luego de examinar la totalidad del 

expediente, es concluyente que los señalamientos, los 

planteamientos, y las solicitudes que insta el Sr. Francisco Romero 

Bruno en su Moción de Reconsideración, son particulares en los 

hechos específicos a su persona, y particulares en el derecho que 

solicita que el Tribunal analice en reconsideración, razón por la 

cual, un determinación sobre la misma no tendrá efecto alguno 

sobre los otros dos peticionarios. 

Hizo así el promovente de la Solicitud de Reconsideración, en 

cumplimiento con la norma de Derecho vigente. Recordemos que el 

texto de la actual Regla 47 de Procedimiento Civil, 32 L.P.R.A. Ap. 

                                                 
4
 Reza la Regla 194 de Procedimiento Criminal, supra, en lo pertinente:  

“Si cualquier parte solicitare la reconsideración de la sentencia 
dentro del término improrrogable de quince (15) días desde que la 

sentencia fue dictada, el término para radicar el escrito de 

apelación o de certiorari quedará interrumpido y el mismo 

comenzará a partir de la fecha en que se archive en autos la 

notificación de la resolución del tribunal adjudicando la moción 

de reconsideración.”  
5
 Por su parte, expone en lo pertinente la Regla 47 de Procedimiento Civil, supra: 

La parte adversamente afectada por una orden o 

resolución del Tribunal de Primera Instancia podrá, dentro del 

término de cumplimiento estricto de quince (15) días desde la 

fecha de la notificación de la orden o resolución, presentar una 
moción de reconsideración de la orden o resolución. 

[…] 

La moción de reconsideración debe exponer con suficiente 

particularidad y especificidad los hechos y el derecho que la parte 

promovente estima que deben reconsiderarse y fundarse en 

cuestiones sustanciales relacionadas con las determinaciones de 
hechos pertinentes o conclusiones de derecho materiales. 
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V, R.47 (2009), fue enmendado para exigir, aparte de su oportuna 

presentación, que la moción de reconsideración sea más específica, 

particularizando los hechos y el derecho que el tribunal debe 

reconsiderar, y debe basarse en determinaciones de hechos 

pertinentes y en conclusiones de derecho materiales. Este nuevo 

requisito se incluyó para evitar las mociones frívolas que 

generalmente dilatan la ejecución de los dictámenes judiciales. 

Comentario a la Regla, Informe de Reglas de Procedimiento Civil, 

Propuesta del Comité Asesor Permanente de las Reglas de 

Procedimiento Civil, Conferencia Judicial de Puerto Rico, (2008), 

pág. 587.  

La Moción de Reconsideración instada por el Sr. Francisco 

Romero Bruno cumple con dicho requisito de Derecho. No empece 

a que en el Recurso de Certiorari, todos los co-peticionarios 

solicitan ampliamente la desestimación de las acusaciones en su 

contra, en la Moción de Reconsideración el Sr. Francisco Romero 

Bruno específicamente planteó que es improcedente en Derecho la 

utilización del testimonio de los co-acusados Christian Romero 

Bruno y Kelvin Ramos Adorno, para su identificación en el lugar de 

los hechos, razón por la cual solicita la reconsideración de la Orden 

interlocutoria. Dicho señalamiento es particular del promovente 

de la Reconsideración, y ningún efecto tendría para los señores 

Christian Romero Bruno y Kelvin Ramos Adorno, impugnar la 

utilización de sus propios testimonios como prueba de 

identificación del Sr. Franciso Romero Bruno. Dicho de otra forma, 

una determinación del TPI sobre la Reconsideración instada, sobre 

la improcedencia o procedencia en Derecho de la identificación del 

Sr. Francisco Romero Bruno, no tendría efecto alguno sobre los 

otros dos co-acusados. 

En cambio, a diferencia de la Moción de Reconsideración,  el 

Recurso de Certiorari ostenta señalamientos que sí conciernen y 
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competen a los señores Christian Romero Bruno y Kelvin Ramos 

Adorno. En dicho escrito se formulan señalamientos relacionados a 

la improcedencia en Derecho de la determinación de causa 

probable de ambos peticionarios durante la vista preliminar, al 

igual que exponen planteamientos sobre la inadmisibilidad de 

prueba, y argumentos sobre la inconsistencia de la evidencia. En 

vista de esto, entiendo que desestimar por prematuridad el recurso 

de Certiorari en cuanto a ambos peticionarios, va en contra del 

principio del debido proceso de ley, y del principio de la economía 

procesal de los procedimientos, toda vez que se desatienden 

aquellos señalamientos concernientes a los señores Christian 

Romero Bruno y Kelvin Ramos Adorno, los cuales únicamente han 

sido traídos ante este Foro de Apelaciones, entendiendo que los 

mismos no serán atendidos por el Foro de Instancia cuando en su 

día, emita una determinación sobre la Moción de Reconsideración 

instada por el Sr. Francisco Romero Bruno. 

Las razones expuestas me llevan a disentir de mis 

compañeros. Por lo que expediría el auto, y entendería sobre los 

señalamientos formulados en el mismo, en lo concerniente a los 

señores Christian Romero Bruno y Kelvin Ramos Adorno. 

 

Mildred I. Surén Fuentes 
Juez de Apelaciones 

 
  

 


